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 Diagnóstico sobre los programas de transferencia 
condicionada y aspectos vinculados del sistema financiero en 

República Dominicana*

En los últimos cincuenta años la República Domi-

nicana ha mostrado un desempeño económico 

sobresaliente: desde el 1960 al 2007 el PIB del país 

ha crecido a un promedio de 5,3%, por encima del 

promedio de América Latina (3,8% en promedio).

Como evidencia el Informe de Desarrollo Humano 

2005, este crecimiento económico no ha ido de 

la mano de “políticas deliberadas para convertir 

el crecimiento económico en bienestar social” en 

un contexto en el que “los avances registrados im-

pactaron de manera desigual según las regiones, 

el género y los estratos de ingreso de las personas” 

(ODH, 2005: 15).

Los índices de pobreza, que estaban disminuyen-

do desde finales de los años ochenta, volvieron a 
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crecer durante la crisis de 2002-2003 por el impac-

to de una importante crisis financiera.

Uno de los rasgos de la desigualdad, y uno de los 

aspectos más relevantes para entender su persis-

tencia, es el importante grado de informalidad del 

mercado de trabajo en el que el 56,7% es trabaja-

dor informal. Tres factores parecen haber acentua-

do una dinámica dual de la economía dominicana, 

en la que los sectores que menos contribuyen a la  

generación de empleos son los que más han cre-

cido: limitados encadenamientos productivos in-

tersectoriales de los sectores más dinámicos de la 

economía (zonas francas y turismo), poca acumu-

lación de capital humano en algunos de sectores 

sociales junto con la insuficiente eficacia de las polí-

ticas públicas para aliviar debilidades estructurales 

y el impacto de la volatilidad macroeconómica y de 

las crisis en el empleo y la distribución de la renta.  
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El modelo de protección social de la República 

Dominicana, usando las categorías propuestas 

por Gosta Esping-Andersen, es un régimen de 

bienestar liberal, donde el acceso a las prestacio-

nes sociales del estado es subsidiaria al mercado, 

“restringida y selectiva  para definir, mediante 

comprobaciones de medios de vida e ingresos 

(means-testing), quién tiene derecho a las garan-

tías sociales, o, por  contraposición, quiénes están 

excluidos de ellas” (Esping, A. 2002: 9).

Una de las herramientas de política social es el pro-

grama de transferencias condicionadas de la Re-

pública Dominicana “Solidaridad”, diseñado desde 

principio de la pasada década y en función desde 

2004, es el instrumento de política social para fo-

calizar las transferencias a la población más pobre. 

El objetivo principal del programa es romper la 

transmisión intergeneracional de la pobreza, pro-

moviendo e incentivando la inversión en capital 

humano en educación, mejorando el acceso a la 

salud y a una alimentación balanceada.

En Programa está gestionado por un conjunto de 

instituciones que intervienen en fases sucesivas y 

que se señalan a continuación: del ejecutivo, tie-

nen un régimen de autonomía.

1.	 El Gabinete Social es la institución encargada 

de coordinar el proceso de formulación, eje-

cución y evaluación de las políticas protección 

social. 

2.	 Sistema Único de Beneficiarios (Siuben) es una 

institución adscrita al Gabinete Social cuyo ob-

jetivo, dentro del sistema de protección social, 

es identificar a las familias pobres y registrarlas 

en un sistema único.

3.	 Solidaridad es el programa de transferencias 

condicionadas del Gobierno de la RD y es la 

institución operativa del sistema de protección 

social.

4.	 Administradora de Subsidios Sociales (Adess) es 

la entidad encargada de administrar los subsi-

dios sociales otorgados por el Gobierno Domi-

nicano: prepara la nómina mensual unificada 

de los beneficiarios y acredita directamente, a 

través de la tarjeta de débito de solidaridad, los 

montos de las transferencias de los distintos 

programas. Asimismo, se encarga de identificar 

a los almacenes donde la tarje podrá ser usada.

En los últimos años, especialmente durante 2008, el 

número de beneficiarios del programa Solidaridad 

ha aumentado considerablemente. Los datos mues-

tran un aumento de 400.000 nuevos beneficiarios 

durante 2008, lo que respondería a la necesidad de 

proteger a los sectores más vulnerables de la pobla-

ción de la crisis financiera internacional de la misma 

manera que hicieron otros países de la región. 

Los nueve tipos de transferencias (condicionadas 

o no condicionadas) protegen a unos 800.000 be-

neficiarios y, en el año 2010, el monto total de las 

transferencias ha alcanzado los 8.800 millones de 

pesos (unos 230 millones de dólares). 

Los beneficiarios de los programas de transferen-

cias condicionadas son 522.000 (el 65% del total) 

mientras que menos de 300.000 reciben algún tipo 

de transferencia no condicionada.

Todas las transferencias monetarias (sin importar si 

son condicionadas o no) se realizan a través de un 

sistema de transferencias electrónicas, administra-

do por Adess, llamado “Sistema de Pago de los Sub-

sidios Sociales (Spss)”. Este sistema permite la trans-

ferencia electrónica de los fondos a una tarjeta de 

débito Visa que puede ser usada en una extensa 

red de establecimientos en todo el país.

El sistema de tarjeta de débito (Tarjeta Solidari-

dad) permite efectuar pagos en establecimientos 

específicos (aquellos que son parte del programa) 

y puede manejar múltiples subsidios (cada subsi-
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dio cuenta con una subcuenta o “gaveta”). Para la 

implementación de este sistema de transferencias 

y pagos electrónicos intervienen varias entidades 

financieras (La Nacional de Ahorros y Préstamos 

-Alnap, La Asociación Cibao de Ahorros y Présta-

mos -Acap, La Asociación Popular de Ahorros y 

Préstamos - Apap y el Banco de Reservas), algunas 

empresas locales relacionadas VISA internacional y 

la Adess como institución que realiza las transferen-

cias electrónicas. El costo de funcionamiento de 

este sistema es relativamente bajo ya que Adess ha 

estimado que el costo operativo promedio del sis-

tema “Tarjeta Solidaridad” es de 21 pesos por mes 

y beneficiario (poco más de 50 centavos de dólar)

El programa Solidaridad está organizado en el terri-

torio a través  de encargados regionales, provincia-

les, de “campo” y de los enlaces. El sistema de funcio-

namiento es en cascada con instancias intermedias 

que envían la información de la instancia superior 

a la inferior (top-down) y consolidan las informacio-

nes de las instancias inferiores para enviarlas a la su-

perior según el esquema que sigue.

La gestión financiera del programa y el sistema de 

pago relacionado, se realiza a través de dos gran-

des procesos.

El primero, es el proceso de apropiación presu-

puestaria de los fondos que administra Adess de 

acuerdo a los criterios prioritarios de Siuben y si-

guiendo las políticas operativas de Solidaridad.

El programa Solidaridad está enfocado a reducir 

la pobreza en todas sus dimensiones (monetaria y 

no monetaria) y a reducir la trasmisión intergene-

racionales y entre grupos sociales de la pobreza. 

Dicho de otra manera, combina un enfoque de 

reducción de las desigualdades verticales, al mis-

mo tiempo que incluye algunos elementos de las 

desigualdades horizontales. Para focalizar los sub-

sidios a los más pobres, Siuben ha usado una com-

binación de “Proxy Means Testing” y focalización 

geográfica.

El  Proxy Means Testing es un instrumento estadís-

tico para focalizar las políticas públicas a favor de 

los pobres (pro-poor public policies). En el caso de 

la República Dominicana, a partir de los resultados 

del Censo 2002 y de la Encovi 2004, el Siuben ha crea-

do un Índice que de Calidad de Vida que recoge 

17 variables estrechamente relacionadas a varias 

dimensiones de la pobreza (vivienda, condiciones 

del hogar y de sus miembros). 

El índice (desde 0 a 100) permite dividir la pobla-

ción en cuatro segmentos de población, teniendo 

también en consideración factores geográficos 

(población urbana o rural). Se crean así  dos ca-

tegorías de pobres (pobreza extrema y pobreza 

moderada) y dos de “no pobres” con factores de 

ponderación distintos según la zona geográfica. 

El siguiente gráfico presenta la clasificación de los 

hogares de acuerdo al ICV.

Índice de calidad de vida		       Zona urbana 		  Zona  rural 
			 

Pobreza extrema					    0     -   43,0		        0     -   32,3

Pobreza moderada			   Más de 43,0 -   58,5	       Más de 32,3 -   52,5

No pobre I				    Más de 75,8 - 100 	      Más de  73,9 - 100 
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En 2008 el programa Solidaridad realizó una en-

cuesta de satisfacción entre los beneficiarios de 

solidaridad para evaluar el funcionamiento del 

programa.

El 90% de los beneficiarios declaró que conocía el 

enlace que trabaja en el núcleo y que la efectivi-

dad (medida como el número de veces en el que el 

enlace había visitado la vivienda del beneficiario) 

era bueno (“varias veces”, indicando varias visitas). 

En cuanto a la red de abastecimiento social (RAS), 

los usuarios usan la red todos los meses (95%) y, en 

relación a los precios de los establecimientos, pa-

rece que en la mayoría de los casos éstos no varían 

(71,4%), pocas veces varían (14%) o han encontra-

do precios más caros por pagar con la tarjeta soli-

daridad (14,5%). 

En relación con el componente de salud del pro-

grama, la mayoría de los beneficiarios recibió in-

formaciones relativas a la Unidad de Atención Pri-

maria de referencia (84%) y el 94,2% indica que ha 

recibido atención en ésta. 

En cuanto al componente de educación, el 88,6% 

ha indicado que ha inscrito los alumnos en la es-

cuela (una de las condicionalidades del programa).

Otra encuesta, realizada por Gallup en el 2007, re-

vela que los beneficiarios entienden los objetivos 

del programa, que “el programa Solidaridad  ex-

presa la verdadera intención del Gobierno de ali-

viar la pobreza” (98,1%) y “es una forma de llevar 

los servicios sociales a la parte más necesitada de 

la población” (98,2%).

En relación con la cobertura de los servicios finan-

cieros en la República Dominicana, un reciente es-

tudio de la Federación Latinoamericana de Bancos 

muestra que la República Dominicana está entre 

aquellos países con muy bajo acceso a los servicios 

financieros  y que los canales de provisión de los 

servicios (cobertura a través de sucursales y caje-

ros automáticos) en la República Dominicana está 

ligeramente por debajo del promedio de América 

Latina (entre 6 y 7,38 por cada 100.000 habitantes 

frente a 7,66 y 8,45 de AL) en cuanto a número de 

sucursales, mientras que está ligeramente por en-

cima del promedio en cajeros automáticos (entre 

15,08 y 17,31 por cada 100.000 habitantes, siendo 

el promedio de AL entre 12,48 y 14,98). 

En los últimos años la literatura sobre el microcré-

dito y un número cada vez mayor de estudio sobre 

el microahorro han demostrado que los pobres 

ahorran y lo hacen, en la mayoría de los casos, en 

condiciones menos ventajosas por el escaso acce-

so a las entidades financieras formales.

El acceso a las entidades financieras formales (nú-

mero de oficinas y cajeros por 100.000 habitantes) 

está cerca del promedio de América Latina. Sin 

embargo, la distribución en el territorio es muy 

desigual y refleja la concentración de las activida-

des económicas en algunas regiones del país. Los 

datos parecen indicar que el costo de expansión 

en algunas zonas más remotas no es potencial-

mente rentable para los bancos comerciales.

Un estudio de Drexler, Fischer, Schoar (2010) sobre 

el impacto de la educación financiera vis-a-vis “rules 

of thumb” para algunos clientes del programa de 

microcrédito de Adopem ha mostrado resultados re-

levantes para esta evaluación. Primero, los dos pro-

gramas de educación (la educación financiera tradi-

cional y el rules of thumb) han tenido un impacto en 

los micro empresarios aunque el entrenamiento ba-

sado en herramientas más sencillas (rule of thumb) 

ha demostrado generar mayor impacto en las prác-

ticas de gestión financiera de la empresa en el corto 

plazo. Los programas formales de educación finan-

ciera parecen tener mejores resultados sólo en el 

largo plazo y entre los más educados. Esto sugiere 

que, si bien es necesario desarrollar una campaña 
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de educación sobre el ahorro, la utilización de he-

rramientas muy elaboradas podría generar peores 

resultados de los esperados. Entre las organizacio-

nes con más presencia en el territorio Adopem y Mude 

parecen tener la experiencia y las  características 

para poder contribuir a desarrollar un programa de 

educación financiera (la primera por su experiencia 

en los centros urbanos, la segunda por el trabajo 

que ha realizado en las áreas más remotas).

Teniendo en consideración las limitaciones de ac-

ceso formal, existen un conjunto de experiencias 

positivas utilizando mecanismos alternativos para 

ahorrar. Uno de los instrumentos más usados para 

superar estas barreras para ahorrar ha sido el uso 

del celular como sistema de transacciones. En Boli-

via el fondo Ecofuturo ha desarrollado un proyecto 

de recordatorios para ahorrar por SMS con  discre-

tos resultados (un aumento de la probabilidad de 

alcanzar los objetivos de ahorro de un 3%) y un 

proyecto parecido en Filipinas ha logrado hasta 

mejores resultado (un aumento de la probabilidad 

de un 10%). La penetración del uso del celular en 

el país es discreta y muestra una tendencia hacia el 

aumento. Según datos de Enhogar 2007, el 67,1% 

de los hogares dominicanos tenía por lo menos un 

teléfono celular (en 2005 eran 44,3%) con una sen-

sible diferencia entre las zonas rurales (54,8%) y el 

Distrito Nacional y Santo Domingo (75,5%).

Davide Zucchini, Consultor Fundación Capital
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